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             La Plata, 28 de mar de 2017
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley N°13.834, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría, el expediente N° 10943/16 y,

CONSIDERANDO

Que se inician las actuaciones de referencia por la presentación de la Sra. C M quien denuncia molestias y contaminación ambiental, que serían provocadas por la actividad de engorde de ganado porcino desarrollado por la firma FRIGORÍFICO DON CARLOS S.R.L., en un predio rural ubicado a escasos metros de la localidad de Gómez, Partido de Brandsen.
Que la reclamante junto con otros vecinos de la zona, expresan su preocupación debido a que el establecimiento denunciado habría retomado su actividad a partir de un convenio realizado por el propietario de los terrenos con la firma FRIGORÍFICO DON CARLOS S.R.L., y habría pasado de tener 2000 porcinos a 4000.
Que hacen especial hincapié en los olores que se perciben los días de altas temperaturas, a la presencia de gran cantidad de moscas, y en particular la posible contaminación del agua que consumen.   
Que recibido el reclamo, personal del Área Medioambiente de esta Defensoría del Pueblo, junto a autoridades municipales llevaron adelante una visita al establecimiento denunciado, pudiendo constatar el precario tratamiento que la firma realiza a los efluentes líquidos resultantes de la actividad, y las obras inconclusas para el tratamiento de dichos efluentes, con la ausencia de una cortina forestal que mitigue los olores generados. 
Que a consecuencia de lo observado durante la visita y de lo relatado por los vecinos entrevistados, se requirió la intervención del Municipio de Brandsen, de la Autoridad del Agua, del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, del Ministerio de Agroindustria de la Provincia de Buenos Aires y del Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible.
Que en fecha 5 de agosto de 2016, se recibió respuesta del SENASA informando que luego de inspeccionado el establecimiento, se constató la existencia de unos 4900 porcinos en engorde correspondientes a 2 titulares: R R N, fecha de alta 15/09/2015; y Estancias y Cabañas Las Lilas S.A., fecha de alta 22/06/16. Estos, poseen Habilitación Provincial para engorde 142-12 con fecha de emisión 13/05/2016, y Municipal como CRIADERO de cerdos, ambas para el titular FRIGORIFICO DON CARLOS S.R.L.
Que de fs. 63/67, obra respuesta de la Municipalidad de Brandsen informando que el establecimiento en cuestión ha sido habilitado por ese Municipio en fecha 11/06/1980, bajo el rubro Criadero Porcino, habiéndose registrado el cambio de razón social a favor del actual titular por Expte. 4015-10044/2011 manteniendo el rubro original. En el marco de lo actuado a partir del reclamo vecinal, se constató que dicho establecimiento también posee habilitación otorgada por el Ministerio de Agroindustria para el rubro Engordadero con fecha de vencimiento 31-12-2016. En lo relativo al Certificado de Aptitud Ambiental, no posee y si bien no era un requisito al momento de la habilitación, ha tomado intervención el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible y la Autoridad del Agua constatando diversas irregularidades. 
Que asimismo informa que la Dirección de Auditoría del Ministerio de Agroindustria notificó al encargado del lugar que no podrán ingresar animales hasta tanto obtenga habilitación municipal para el rubro invernadero porcino en concordancia con la actividad desarrollada. Por último, hace saber que esa autoridad municipal se encuentra evaluando la posibilidad de dar de baja la habilitación bajo el Rubro Criadero de cerdos.
Que de fs. 84/103 obra respuesta del Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible informando que ha realizado una inspección al establecimiento en cuestión el día 09/06/2016, y adjuntando Acta B134389/390.

Que de la misma surge que ha reiniciado su actividad productiva bajo el rubro Engordadero Porcino en el mes de septiembre de 2015; que la razón social pertenece al propietario del campo, quien arrienda el manejo de la explotación a R R; y que la actividad se desarrolla sobre 5 hectáreas de un total de 44 que integran el campo. 
Que hace saber que en oportunidad de la inspección, poseían 4000 animales para engorde en 9 pistas semicubiertas, con piso cementado, que los líquidos son derivados por pendiente mediante canaletas a dos pozos de bombeo y de allí hacia un sistema compuesto por seis cavas, observándose además otra cava sin líquido la que se encontraría destinada a la construcción de un biodigestor. 
Que no acreditaron constancia de CUIT, ni Estudio de Impacto Ambiental con el objeto de tramitar la Declaración de Impacto Ambiental en el marco de la Ley 11723; pero si acreditaron certificado de desratización de fecha 21-04-16, realizándose mensualmente la presentación de informe de control de vectores y roedores indicando metodología, frecuencia, productos utilizados, dosis de aplicación y eficacia. 
Que continua diciendo el informe que: “no cuentan con medidas para mitigar los olores originados en la actividad y evitar que afecten viviendas cercanas. Cabe aclarar que las pistas de engorde y lagunas se encuentran a aproximadamente un kilómetro de Estación Gómez y unos tres kilómetro de Los Bosquecitos, siendo estas las poblaciones más cercanas”. 
Que respecto a los líquidos resultantes de la actividad, son bombeados desde dos pozos de bombeo hacia seis cavas, y “dichas cavas no constituyen un sistema de tratamiento, siendo las mismas de acumulación, dado que no poseen un orden establecido de circulación del líquido para su tratamiento debido que se observó el aporte de líquido de las pistas en varios sitios. El sistema de acumulación no tiene vuelco exterior. No se evidenció la impermeabilización de las cavas. No posee instalada una red freatimétrica para poder evaluar el impacto de la infiltración a la napa. Cabe aclarar que en diversos lugares se observó el desborde de líquidos y dos de las cavas colmatadas”. 
Que finalmente hace saber que se acreditó inspección realizada por la Autoridad del Agua en fecha 07/06/2016, donde se detalla el muestreo de la cava N°6 y se imputaron infracciones. Poseen un pozo de extracción de agua. 
Que ante las condiciones descriptas, ese Organismo Provincial intimó a la firma a presentar un cronograma de actividades a fin de adecuar las condiciones de funcionamiento y acreditar la documentación faltante bajo apercibimiento de tomar las medidas cautelares correspondientes.
Que a fs. 105/114, se agrega respuesta de la Autoridad del Agua, informando que ha realizado inspección al establecimiento, por Acta Serie C N°185 imputándole infracciones por incumplimiento de la Res. A.D.A. 660/11 y 465/13, al no estar inscripto en el Banco Único de Datos de Usuarios del Recurso Hídrico (B.U.D.U.R.H.), al Art. 34 de la Ley 12257 por no contar con Permiso de Explotación, al Art. 104 y concordantes de la misma ley por no contar con Permiso de Vuelco y al Art. 84 de la misma Ley por no poseer elementos de medición de caudal en los pozos de captación. 
Que asimismo informa que se tomó muestra de los líquidos de la laguna N°6, Protocolo de Análisis N°9716, arrojando valores excedidos en los siguientes parámetros: Sólidos Sedimentables en 10 min., Demanda Biológica de Oxígeno, Demanda Química de Oxígeno y Coliformes Fecales.        
Que según lo observado por los inspectores del Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible intervinientes, y por el personal de esta Defensoría del Pueblo, el establecimiento en cuestión carece de elementos que permitan mitigar los olores generados por la actividad y evitar que afecten a las viviendas cercanas.
Que según lo expresado por los vecinos de la localidad de Gómez, la combinación de los olores generados por la actividad y la presencia de grandes cantidades de moscas en las épocas de altas temperaturas, hacen imposible el disfrute de la vida al aire libre, siendo el goce de la naturaleza y la tranquilidad de esta localidad los motivos por los que muchos de sus habitantes la han elegido por sobre la comodidad de estar cerca de sus lugares de trabajo y estudio.  
Que el establecimiento en cuestión, además de cumplir con la Ley Nº 10.510 y su Decreto Reglamentario 4933/89, debe ajustar su accionar a las distintas normas ambientales vigentes. 
Que en ese sentido, la reforma de 1994 incorporó a la Constitución Nacional los derechos ambientales. En esta materia, el artículo 41 dispone: “El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley…”.
Que la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, modificada en el mismo año, no menciona en su artículo 28, la expresión daño ambiental, pero en su parte final, establece: “…Toda persona física o jurídica cuya acción u omisión pueda degradar el ambiente está obligada a tomar todas las precauciones para evitarlo…”.
 Que habiéndose receptado el derecho a un medio ambiente sano, con rango constitucional, la Nación dictó la ley marco que contiene los presupuestos mínimos de protección, la que fue complementada por la Provincia de Buenos Aires, en cumplimiento del mandato establecido en el ya citado artículo 41 de la C.N.
Que a nivel nacional la Ley Nº 25675 (General del Medio Ambiente - B.O. del 28/11/2002), establece en su artículo 2º que: “La política ambiental nacional deberá cumplir los siguientes objetivos:… g) Prevenir los efectos nocivos o peligrosos que las actividades antrópicas generan sobre el ambiente para posibilitar la sustentabilidad ecológica, económica y social del desarrollo…”.
Que por su parte, el artículo 27 de la norma nacional precitada, brinda una definición sobre el daño ambiental disponiendo que: “El presente capítulo establece las normas que regirán los hechos o actos jurídicos, lícitos o ilícitos que, por acción u omisión, causen daño ambiental de incidencia colectiva. Se define el daño ambiental como toda alteración relevante que modifique negativamente el ambiente, sus recursos, el equilibrio de los ecosistemas, o los bienes o valores colectivos”.
Que la norma que la complementa a nivel de la Provincia de Buenos Aires, es la Ley Nº 11723 (Protección, Conservación, Mejoramiento y Restauración de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente en General - B.O. del. 22/12/95), la que en forma coherente con el texto del artículo 28 de la Constitución provincial, vuelve a utilizar la expresión degradación, haciendo hincapié en el aspecto preventivo, al establecer en su artículo 3º que: “Los habitantes de la Provincia tienen los siguientes deberes:… Inciso b): Abstenerse de realizar acciones u obras que pudieran tener como consecuencia la degradación del ambiente de la Provincia de Buenos Aires”.
Que luego, la citada Ley Nº 11723, en el Capítulo IV intitulado “Defensa Jurisdiccional” (artículos 34/36), utiliza la expresión daños para referirse a los actos u omisiones degradatorios del ambiente.
Que en estrecha relación con el tema que nos ocupa, el artículo 2º de la Ley Nº 5965 (Protección a las Fuentes de Provisión y a los Cursos y Cuerpos Receptores de Agua y a la Atmósfera - B.O. del 02/12/1958), regula sobre la prevención de daños al ambiente; disponiendo: “Prohíbese a las reparticiones del Estado, entidades públicas y privadas y a los particulares, el envío de efluentes residuales sólidos, líquidos o gaseosos, de cualquier origen, a la atmósfera, a canalizaciones, acequias, arroyos, riachos, ríos y a toda otra fuente, curso o cuerpo receptor de agua, superficial o subterránea, que signifique una degradación o desmedro del aire o de las aguas de la Provincia, sin previo tratamiento de depuración o neutralización que los convierta en innocuos e inofensivos para la salud de la población o que impida su efecto pernicioso en la atmósfera y la contaminación, perjuicios y obstrucciones en las fuentes, cursos o cuerpos de agua”.
Que las expresiones, degradación del ambiente (art. 28 de la Constitución provincial y art. 3º de la Ley Nº 11723) y degradación o desmedro del aire o de las aguas (Conf. art. 2 Ley Nº 5965), constituyen expresiones jurídicas que requieren para su determinación y aplicación a un caso concreto, la existencia de un concepto científico técnico. Así, en ese sentido, el artículo 25 de la Ley Nº 11723, refiriéndose a los cuerpos receptores (agua, suelo, aire); dispone: “Las normas técnicas ambientales determinarán los parámetros y niveles guías de calidad ambiental de los cuerpos receptores que permitan garantizar las condiciones necesarias para asegurar la calidad de vida de la población, la perdurabilidad de los recursos naturales y la protección de todas las manifestaciones de vida”.
Que el mismo concepto, es luego reafirmado por la ley cuando regula de un modo específico sobre las Aguas (Título III, arts. 39/44). Así, en su artículo 40, dispone: “La autoridad de aplicación provincial deberá: b) Establecer patrones de calidad de aguas y/o niveles guías de los cuerpos receptores (ríos, arroyos, lagunas, etc.)”.
Que los niveles o parámetros guía, son regulados también sobre los efluentes (líquidos - gaseosos). En este sentido, la Ley Nº 12257 (Código de Aguas - Régimen de Protección, Conservación y Manejo del Recurso Hídrico de la Provincia de Buenos Aires (B.O. del 09/02/1999) en materia de efluentes líquidos (vertidos susceptibles de impactar en el ambiente), establece en su artículo 104: “Las sustancias, los materiales y la energía susceptibles de poner en peligro la salud humana o de disminuir la aptitud del agua para satisfacer los usos, no podrán introducirse en el agua ni colocarse en lugares de los que puedan derivar hacia ella, sin permiso de la Autoridad del Agua…”.
Que el citado artículo 104, continúa afirmando que: “A estos fines la Autoridad del Agua deberá: Establecer los estándares de calidad y los límites máximos dentro de los cuales puedan afectarse los cuerpos receptores. b) Imponer el tratamiento previo de los efluentes…”.
Que en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 104 citado, la Autoridad del Agua emitió la Resolución ADA 336/2003 (B.O. del 24 y 25/11/03), la que en su Anexo II fija los parámetros de Calidad de las Descargas Límite Admisibles.
Que sobre los valores límites o guía de emisión, el profesor Antonio E. Embid Tello, en su artículo doctrinario: “La creciente dependencia técnica del derecho ambiental ¿avance o retroceso en la protección frente a la contaminación industrial?”, publicado en la Revista Derecho Ambiental N° 35 págs. 161, Editorial Abeledo Perrot, explica: “… han pasado de tener un valor de recomendación o guía a tener valor normativo pleno, y finalmente, valor probatorio en el marco de procedimientos judiciales por daños…Implica un juicio sobre la licitud de la actividad emisora, actividad que debe respetar los estándares si quiere permanecer dentro de la legalidad”.
Que el artículo 55 de la Ley Suprema Provincial, establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes…”
Que de conformidad con el artículo 27 de la ley 13.834, corresponde emitir el presente acto administrativo.

Por ello,
EL DEFESOR DEL PUEBLO

 DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

 RESUELVE

ARTÍCULO 1: RECOMENDAR a la Municipalidad de Brandsen, al Ministerio de Agroindustria, al Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible y a la Autoridad del Agua de la Provincia de Buenos Aires, para que en uso de sus atribuciones particulares intimen al establecimiento rural FRIGORÍFICO DON CARLOS S.R.L., cuyo rubro es CRIADERO PORCINO, sito …….. de la localidad de Gómez, Partido de Brandsen, a dar cumplimiento efectivo del rubro habilitado, regularizando el tratamiento de sus efluentes líquidos residuales, de acuerdo a las consideraciones vertidas en la presente.

ARTÍCULO 2: RECOMENDAR a la Municipalidad de Brandsen y al Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible, que en virtud de sus atribuciones intimen al mencionado establecimiento, a efectos que adopte medidas efectivas tendientes a mitigar los olores generados por la actividad y al control de vectores, habida cuenta de las denuncias originadas por la presencia de gran cantidad de moscas en la zona.
ARTÍCULO 3: Notifíquese, regístrese, y oportunamente archívese.

RESOLUCIÓN N° 34/17
